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La reforma electoral federal atendió un nuevo sistema de comunicación política, el cual beneficia a la sociedad, pero pone tareas difíciles de atender por las autoridades electorales, sobre todo porque tomo en cuenta un punto toral: la relación entre democracia, dinero y medios de comunicación, dijo César Astudillo.

El investigador del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM) señaló que lamentablemente en el país, el régimen de sanciones político-electorales no ha funcionado, por lo cual son muy loables las restricciones y candados que se han establecido con la reforma electoral federal.
El jurista explicó que el “nuevo modelo de comunicación política” que se estableció con la reforma electoral tiene cuatro aspectos básicos: a) nuevo acceso de los partidos políticos en los medios de comunicación; b) que órganos electorales no puedan contratar a medios para difundir sus actividades; c) restringe la contratación de propaganda gubernamental; y d) que terceras personas no contraten publicidad.

Lo anterior al tomar la palabra en la mesa redonda “La reforma electoral del Estado en perspectiva”, la cual se celebró dentro del Seminario “Implicaciones de la Reforma Electoral Federal 2007 en el Estado de Michoacán”, mismo que es organizado por el Instituto Electoral de Michoacán en colaboración con diversas instituciones electorales federales y educativas. 

Ante los asistentes en el Salón de Usos Múltiples de la Universidad Latina de América (UNLA), César Astudillo destacó que en materia de contratación de propaganda de partidos, a los estados –para estar acordes con la reforma electoral federal- les corresponde prohibir y reglamentar esa medida, pues de otra forma se pueden buscar otras vías de acceso para la promoción. 
Mientras que Jaime Rivera Velásquez, director de (INDES), al desarrollar su intervención comentó que hay dos razones para disminuir los montos de financiamiento de los partidos políticos, la primero porque así es el reclamo popular en todo el país, y la segunda porque al disminuirse los periodos de duración de las campañas proselitistas, ya no tiene sentido dotar de muchos recursos a estas ofertas. 
“Además, si la reforma electoral federal marca que ya no hay contratación directa de publicidad en medios, sino que todo será a través del Instituto Federal Electoral, la dotación de recursos públicos a los partidos tiene que disminuir considerablemente. Hecho que tiene que ser tomado en cuenta por los legisladores locales, para estar acorde con lo nacional”.
Rivera Velásquez explicó que la reforma electoral que habrá de darse en Michoacán, más allá de buscar las adecuaciones con lo federal, debe considerar un cabal trabajo en materia del voto de los michoacanos en el extranjero, aprovechando el trabajo de análisis que en estos momentos realiza el Instituto Electoral de Michoacán (IEM) sobre ese tópico.

Al tomar la palabra Alan García Campos, docente de la Universidad Latina de América, dijo que los derechos político electorales no pueden quedar suspendidos para las personas que están en calidad de detenidas, y que aún no son sentenciadas, porque de esa forma se vulnera el derecho a la presunción de inocencia.
A su consideración, el nivel de desarrollo democrático de una sociedad se puede observar en la forma y trato que se le llega a dar a una persona, especialmente a aquella que haya violado alguna ley, pues con todo y eso tiene calidad de ciudadana. 

Además, si los derechos de las personas detenidas son suspendidos, concluyó García Campos, no sólo se atenta contra la ley, sino que el proceso de readaptación social del propio implicado no se dará, pues siempre se sentirá excluido. 

